DECRETO N° 098/07
VISTO: El recurso de apelación interpuesto a fs. 415/424 por la firma “ESSO PETROLERA ARGENTINA S.R.L.”, Registro de Inscripción (No Posee), en contra de la Resolución Interna Nº 249-SE/06, de fecha 20 de Noviembre de 2006, dictada por la Secretaría de Economía de esta Municipalidad de la Ciudad de San Francisco (fs. 403/414) ; y

CONSIDERANDO:

I) Que el Recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma (arts. 133, 135 y conc. del Código Tributario Municipal Nº 4881 y modif. -en adelante, C.T.M.-), y debidamente concedido por el Organismo Fiscal (fs. 426 ), por lo que cabe el abocamiento de este Departamento Ejecutivo Municipal a los fines de su debido tratamiento y resolución (arts. 136, 138 y conc. del C.T.M.).

II) Que el recurrente plantea una serie de agravios que se dan aquí por reproducidos in totum, sin perjuicio del análisis particularizado que a continuación se formula. 

III) Que se agravia la firma por cuanto considera que no existe acreditado en autos la existencia de presencia y asiento territorial suficiente a los fines de quedar acreditado el hecho imponible del art. 164 del C.T.M.. Ello así, y con prescindencia de la cuestión relativa a la existencia de local habilitado, expresa que –según se informara por la pericial obrante en autos- debe descartarse que las bocas de expendio a que refirió la fiscalización, no sean de propiedad de la agraviante. 

En consecuencia, manifiesta no recibir ninguno de los servicios que enumera el dispositivo citado, lo que devendría a la contribución de referencia violatoria de normativa federal, tales la Ley de Coparticipación Federal, pactos federales y art. 35 del Convenio Multilateral. Reitera en este sentido la cita oportunamente efectuada del pronunciamiento del Alto Tribunal en autos “Cía. Química”.

Se agravia asimismo por el reclamo que en concepto de “recargos” ha efectuado la Municipalidad de San Francisco, por cuanto no sólo los mismos son improcedentes en virtud de no resultar exigible la contribución misma, sino que –eventualmente- no habría mediado mora culpable de la contribuyente. Similares consideraciones realiza en a fin de impugnar el cobro en concepto de “omisión fiscal” e “incumplimiento a los deberes formales”.

IV)  Con respecto a la falta de sustento territorial alegada, corresponde realizar algunas aclaraciones.
En primer término, equivoca la impugnante al parcializar los hechos constatados por la fiscalización interviniente, y que acreditaron la existencia de ingresos y gastos atribuibles a esta jurisdicción de San Francisco. En efecto, a este respecto la firma se ha limitado a afirmar que “las bocas de expendio referidas en el ajuste no son propias de la compañía (cfr. La prueba pericial contable producida, respuesta al pto. c), por lo que cabe descartar que ella tenga la presencia y el asiento territorial sustancial exigido por la OTM (...)”.

· En relación a ello, en primer término cabe destacar que el punto “c” aludido de la prueba pericial agregada lejos se encuentra de acreditar los dichos de la firma. En verdad dicha probanza reafirmó lo oportunamente constatado por la inspección. Así, en el referido apartado –y respecto de la modalidad de comercialización efectuada bajo la marca en el ámbito municipal de esta ciudad- el perito informó que “Esso Petrolera Argentina SRL es una empresa refinadora de petróleo, que comercializa sus producción de combustibles y lubricantes a través de locales propios y/o de terceros ubicados en las distintas localidades del país. En la Municipalidad de San Francisco (Pcia. de Córdoba) la venta se realiza a través de (3) estaciones de servicio propiedad de particulares ajenos a la empresa petrolera en cuestión, que en su carácter de clientes y respondiendo con su riesgo empresario adquieren productos de la marca ESSO conforme a las demandas macroeconómicas de la zona. Estos clientes reciben el producto a través de envíos en camiones cisternas contratados por la petrolera Esso Argentina SRL”.”
En verdad, ni del punto indicado ni de ningún otro de la pericial agregada surge que las circunstancias constatadas por la inspección fueran falsas.

Sin perjuicio de esta circunstancia, la firma no ha desestimado los extremos fácticos que acreditan el ejercicio de actividad gravada en esta jurisdicción de San Francisco.

Así, se puede afirmar que la actividad desarrollada por la firma consiste en las ventas al por mayor de combustibles líquidos y lubricantes, y la venta en consignación de naftas, que comercializa mediante su venta directa a estaciones de servicio ubicadas dentro del ejido municipal de la Ciudad de San Francisco: “MONDINO LUIS A. Y NORBERTO” (fs. 1/1vta.) y “NÉLIDA RENÉ FERRANDO” (3/3vta.).

Las ventas son realizadas mayoritariamente por vía telefónica, abonando la fiscalizada una comisión a las referidas estaciones de servicio (fs. 01/04), y que es igual a la diferencia entre el precio de compra y el de venta (fs. 1vta.).

 Asimismo, los propietarios de dichos establecimientos reciben habitualmente la visita de un supervisor –empleado de Esso- (fs.233), el Sr. Alejandro Bouquet, y que habita esta ciudad de San Francisco.

El precio del flete de transporte se encuentra también a cargo de ESSO.

Para más, obra agregada a fs. 217 a 222 de autos Planilla Resumen del Libro de IVA Ventas elaborada por la propia fiscalizada -correspondiente a los períodos 01/1998 a 12/2003-, que refleja las operaciones concertadas con clientes de esta jurisdicción.

Todo lo cual no sólo que no ha sido negado por la firma tampoco en esta instancia y que, asimismo, acompañó a su descargo originario nómina de clientes en el ejido municipal mediante Informe Pericial obrante a fs. 400/401.

A esos efectos, basta observar el Informe de Fiscalización Externa de fs. 357/376 para tener por acreditada suficientemente la existencia de ingresos y gastos de la firma en cuestión en jurisdicción municipal, con lo que ha quedado acreditado el ejercicio de actividad gravada en el ejido municipal de San Francisco.

En verdad, resulta evidente que la impugnante realiza en la jurisdicción de San Francisco actividad efectiva efectuando gastos y obteniendo ingresos a ella atribuibles.
V) En relación a la falta de prestación de servicios alegada cabe reiterar a la impugnante que el art. 164 del C.T.M. al definir el hecho imponible del tributo reclamado, exige claramente los dos extremos propios de una “tasa”: 1) el ejercicio en el ejido municipal de actividades comerciales, industriales, de servicios u otras a titulo oneroso y los hechos o acciones destinados a promoverla, incentivarla, difundirla o exhibirla de algún modo, y 2) la prestación por el municipio de los servicios enumerados por la norma y cualquier otro no retribuido por un tributo especial y que tienda al bienestar general de la población. 

Así, -y en virtud de lo ya dicho en el considerando anterior- se entiende que siempre que la Municipalidad preste efectivamente un servicio a quien también ejerce efectivamente una actividad en su ejido, se encuentra legitimada para proceder al cobro de la tasa que incluye al mismo en su hecho imponible, aun cuando el servicio prestado no sea divisible en unidades de prestación.

Así, reiteramos que el art. 164 del C.T.M. menciona los servicios de higiene, contralor, seguridad, asistencia social, organización, coordinación del transporte, y cualquier otro no retribuido por un tributo especial que tienda al bienestar general de la población.

Conforme ha interpretado desde antiguo la doctrina judicial, un municipio puede legislar un tributo de este tipo que por su naturaleza es una tasa compensatoria de un servicio público que delimita la misma ordenanza y que representa para el municipio una organización dispuesta de un modo regular y continuo, con vistas al aludido servicio (Suprema Corte de Buenos Aires, 5/7/66, L.L. XXVII, pág. 964).

Así, también se ha dicho que: “Cuando el servicio que debe realizar el estado ha sido instituido en ventaja o utilidad del particular, el mismo debe ser concretamente prestado a quien lo paga, pues la contribución del último recibe su causa en el beneficio recibido; pero la situación difiere cuando el servicio ha sido instituido con finalidades de interés general, teniendo en mira a la colectividad, pues entonces la tasa debe pagarse en tanto se lleve a cabo la actividad administrativa prevista por la ley.” (Tribunal Fiscal de La Plata, “L.L.” 89-434; Idem, “J.A.”, 96 1-11-178).

Que el tributo en cuestión se refiere a una serie de servicios que no deben considerarse en forma aislada sino conjuntamente, y cuyo objetivo es que las actividades lucrativas ejecutadas en su ejido, lo sean en forma ordenada, pacífica, segura y con mutuo respeto de los derechos de cada uno. Esto se hace, ya sea controlando el buen estado de los edificios; coordinando el transporte; ordenando el tránsito y regulando el estacionamiento; denominando, numerando y asignando sentido a las calles y, en general, organizando las reglas básicas para la promoción, ejercicio y progreso de las actividades comerciales, industriales y de servicios que se desarrollan en la ciudad, entre ellas las cumplidas por la impugnante. Por otra parte, todas las nombradas son actividades de contralor y organización que no cumplimenta ninguna otra autoridad (ni nacional, ni provincial) en la ciudad.

Remitimos aquí a la jurisprudencia citada –y que compartimos- en la Resolución N° 249-SE/06 atacada. (“FLEISCHMAN ARGENTINA INCORPORATED c/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DIRECTO”, sentencia del 20/02/2001; “KODAK ARGENTINA S.A.I.C. C/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN”; “INSTITUTO SIDUS I.C.S.A. C/ MUNICIPALIDAD DE RÍO CUARTO”). 
Por lo manifestado, deben tenerse por acreditados los extremos requeridos por el art. 164 del C.T.M. para tener por configurado el hecho imponible de la “Contribución que incide sobre el comercio, la industria y empresas de servicios” en cabeza de la impugnante. 

En relación al Fallo citado “Compañía Química S.A. c/Municipalidad de Tucumán” de la C.S.J.N., caber reiterar que –tal como se dijera en la resolución recurrida- de ninguna manera este pronunciamiento puede ser tenido como precedente, ya que tanto de su lectura como de todo antecedente que al respecto se haya publicado, no se desprende cuáles fueron las relaciones entre aquél contribuyente y la Municipalidad de Tucumán y si ésta prestaba servicios como los que efectivamente ejecuta esta Municipalidad de San Francisco, razón por la cual se desconoce la base fáctica.

En tal sentido es destacable que en el caso “Municipalidad de Chajarí c/Agua y Energía Eléctrica s/Ejecución Fiscal”, del 27/9/88 (Fallos 311:1972), la C.S.J.N. declaró que el planteo basado en que el tributo estaba mal percibido debido a una supuesta falta de prestación efectiva de servicios por el municipio, era una cuestión fáctica ajena al ámbito del juicio de apremio. Si bien tratando otro tema, quedó claramente decidida en sentido afirmativo la posición de que, al tratarse la cuestión de un problema fáctico, el precedente “Compañía Química” carece de validez al desconocerse toda referencia a la cuestión de hecho que se planteó en el caso.

Cabe entender que el precedente “Cía. Química c/Municipalidad de Tucumán” sólo se refiere a que los servicios integradores del hecho imponible de una tasa deben ser efectivamente prestados para otorgar validez a la misma.

Sin embargo, y por las razones dadas supra, no puede sostenerse que para la validez de una tasa sea requisito ineludible la división de los servicios en unidades de prestación (uti singuli), sino que los mismos pueden ser válidamente servicios con finalidades de interés general que tienen en mira al contribuyente y a la colectividad (uti universi).

Ello es así, en primer lugar, porque no existe ninguna norma vigente que exija la divisibilidad en unidades de prestación para la validez de una tasa. Por otra parte, es tan claro que ello es así, que pese a desconocerse los hechos que rodean el caso, podemos echar luz a la situación observando que, tanto en las remisiones efectuadas por la Corte en “Cía. Química” (Fallos 236:22, 259:413); como en pronunciamientos anteriores y posteriores a dicho fallo (P. Ej.: L.L. 104:41; Fallos 311:1972, o “Estado Nacional c/Massey-Ferguson”), queda claro que la expresión “concreta, efectiva e individualizada” prestación de servicios, esta referida, en la doctrina de la Corte, a la efectiva prestación de servicios y, en ninguno de esos antecedentes, a la supuesta divisibilidad o no de los mismos en unidades de prestación.

En definitiva, el dicho textual de la Corte in re “Compañía Química S.A. c/Municipalidad de Tucumán” admite interpretaciones diversas y parece haberse referido al caso de que la Municipalidad no preste ningún servicio al contribuyente, supuesto este en el que debe aceptarse que la tasa es inválida, pero que es totalmente diverso de lo que sucede en nuestra ciudad, en la que los servicios comprometidos por la contribución de que se trata son efectivamente prestados.
VI) En relación a la ilegitimidad de la Contribución a la luz de la Constitución Nacional, y del ordenamiento intrafederal, corresponde realizar las siguientes afiramaciones: 

a) En lo que se refiere a la Ley de Coparticipación Federal, debe quedar claro que dicha normativa obliga a las “provincias” a derogar gravámenes provinciales y a promover la derogación de los municipales que resulten en pugna con el régimen de la ley. Es decir, que la adhesión de la Provincia de Córdoba a dicho régimen, sólo la habilitaría a “promover” la derogación de las normas municipales en cuestión, lo cual no sería pertinente en este caso por cuanto entendemos que no se trata de un tributo en pugna con la citada ley. Sin embargo, jamás podría la provincia impedir por sí a un Municipio autónomo la aplicación de normas legítimas y constitucionalmente respaldadas. Sólo la Municipalidad de San Francisco está habilitada para derogar sus normas, no teniendo efecto legal alguno las eventuales promociones, que jamás se hicieron, de extrañas jurisdicciones que carecen de facultades para derogar o modificar normas dictadas en ejercicio del Poder Tributario Municipal.

Por otra parte, debemos recordar la postura que al respecto fijara la “Comisión Federal de Impuestos” creada por la ley 20.221 y ratificada por los arts. 10º y ss. la ley 23.548 (Ley de Coparticipación Federal de Impuestos), como autoridad de aplicación de dicha norma.

El mencionado organismo, integrado por un representante de la Nación y uno por cada una de las provincias argentinas, resolvió los autos iniciados por demanda de un contribuyente riocuartense caratulado “Microsules y Bernabó S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto - Provincia de Córdoba” (Expte. 454/98). Allí, mediante Resolución Nº 174 del 07 de Julio de 1999, y previo resaltar el apoyo brindado por la Provincia de Córdoba a las razones jurídicas invocadas por el municipio, lo que demuestra que la misma ha ejercido en ese sentido las facultades que le reconoce el art. 123 de la Constitución Nacional  ("...a fs. 120 la Provincia de Córdoba, a través de su representante titular ante esta Comisión, contesta el traslado que oportunamente se le confiriera y manifiesta que «...se adhiere en todo lo expresado y manifestado en el escrito presentado ante ese Organismo por el Señor Intendente de la Ciudad de Río IV,...»"), desestimó íntegramente la demanda planteada por el contribuyente, aduciendo que el artículo 173º del Código Tributario de la Municipalidad de Río Cuarto –sustancialmente idéntico al art. 164 del C.T.M.-, no se encontraba en pugna con la Ley de Coparticipación Federal "en cuanto dicha contribución constituye una tasa retributiva de servicios efectivamente prestados y, por ello (...) exceptuada de lo dispuesto en materia de analogía de gravámenes" por el mencionado régimen.

b) El Decreto (P.E.N.) Nº 1.807/93 – “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento”, del 12/08/93 (BO. 02-09-93), no deja dudas en el segundo párrafo de la declaración Primera, punto 2: “…se promoverá la derogación de las tasas municipales que afecten los mismos hechos económicos que los impuestos provinciales detallados en los párrafos anteriores, sea a través de la remisión del respectivo proyecto de ley a la Legislatura Provincial o a través de la recomendación a los municipios que cuenten con competencia para la creación y derogación de tales gravámenes…” (sin subrayar en el original).

Que aún sin entrar a analizar si la tasa en cuestión afecta los mismos hechos económicos que los impuestos provinciales detallados en la norma (lo que negamos), el punto trascripto habla sólo de una eventual PROMOCIÓN de derogaciones y, para nuestro caso, de futuras RECOMENDACIONES de las Provincias a sus municipios autónomos. En consecuencia, sólo la Municipalidad de San Francisco se encuentra habilitada a derogar sus propias, constitucionales y legitimas normas, no teniendo incidencia práctica eventuales PROMOCIONES o RECOMENDACIONES de extrañas jurisdicciones que carecen de facultades para derogar o modificar normas dictadas por el Poder Legislativo Municipal. A ello cabe agregar que la Provincia de Córdoba en momento alguno realizó las “promociones” o “recomendaciones” de que las habla el Dec. 1.807/93. Por otra parte, también se ha aclarado que lo que analizamos en definitiva es una tasa que se reclama como consecuencia de servicios efectivamente prestados.

En lo que hace a la aplicación del Pacto Federal para la Producción, el Empleo y el Crecimiento, también se expidió la Comisión Federal de Impuestos, sosteniendo que carecía de todo sustento la pretensión de la actora con relación a la supuesta pugna de la contribución municipal impugnada con las disposiciones del mencionado Pacto; desestimando la demanda en ese sentido. Para así decidir, recordó que ya se había expedido sobre el hecho de que el tributo analizado “era una tasa por servicios efectivamente prestados”. Contra la mencionada Resolución de la Comisión Federal de Impuesto, el contribuyente interpuso recurso de revisión, resolviendo la Comisión, mediante Resolución Nº 70, no hacer lugar al mismo.

c) Según surge del Informe de Fiscalización Externa Nº 22/2004, las normas del Convenio Multilateral fueron correctamente aplicadas por este Organismo Fiscal, ya que sólo se gravó la parte de los ingresos brutos que resultan atribuibles a esta Municipalidad conforme a dicho Convenio.

Además el propio art. 35 del Convenio Multilateral, acepta implícitamente la posibilidad de que los municipios puedan percibir tributos (sin distinción) cuya base imponible sean los ingresos brutos, aún a quienes carezcan de local o depósito habilitado.
VII) En cuanto a las sanciones aplicadas, corresponde expresar:
A) Las sanciones aplicadas a “ESSO PETROLERA ARGENTINA S.R.L.”, lo fueron en virtud de la comisión de las siguientes infracciones: A) Omisión Fiscal (art. 68, Ordenanza Nº 4360/97, Código Tributario anterior, y art. 78, último párrafo, C.T.M.V.), dado que omitió totalmente el pago del tributo referido por los períodos bimestrales 01 al 06 del año 1999, y 01 al 06 del año 2000, y mensuales 01 al 12 del año 2001, 01 al 12 del año 2002, 01 al 12 del año 2003 y 01 al 06 del año 2004, todos ellos inclusive, no habiéndose empadronado debidamente como contribuyente y b) Incumplimiento de los deberes formales (art. 67, Ordenanza Nº 4360/97, Código tributario anterior, y art. 79, C.T.M.V.), dado que sólo cumplió parcialmente con el Acta de Requerimiento de fs. 231, tal como consta en Acta de Incumplimiento de fs. 351.

Que respecto a la primera de las imputaciones referidas, como bien se expresara en la Resolución apelada, debe afirmarse que la “omisión fiscal” legislada en los citados dispositivos, se configura objetivamente ante la falta de pago parcial o total de un tributo.

Así, resultando acreditado que la contribuyente ha omitido el pago oportuno del tributo por los períodos referidos, corresponde confirmar la sanción aplicada.

En cuanto al elemento subjetivo requerido por la figura de Omisión Fiscal, acreditada la materialidad de la infracción, el Organismo Fiscal se encontró habilitado para presumir su existencia, siendo carga del sumariado demostrar la inexistencia del mismo, lo que no ha ocurrido, no alcanzando las alegaciones realizadas para desvirtuar la ilicitud del comportamiento observado.

En relación al error excusable, y por compartir sus fundamentos, corresponde remitir a lo expuesto en la resolución Nº 249-SE/06.

En relación a la sanción aplicada por Incumplimiento de los Deberes Formales, extraña que la firma haya aducido que “Dichas premisas resultan a su vez aplicables respecto de las multas por supuestas infracciones a los deberes formales ($ 7.400), ya que mal podría mi representada inscribirse y presentar declaraciones juradas, si lealmente interpretó –de acuerdo con los argumentos expuestos (…)- que no debía pagar el tributo respectivo, lo cual reafirma la inexistencia de culpa en el caso”. (los resaltados son propios)

En verdad, la imputación y la sanción se fundaron –tal como se le hizo saber- en virtud de que sólo cumplió parcialmente el Acta de Requerimiento de fs. 231, tal como consta de Acta de Incumplimiento de fs. 351, y no por la falta de inscripción o presentación de declaraciones juradas.

Por lo que, dado dicho objetivo e injustificado incumplimiento, corresponde confirmar la sanción aplicada.

B) En relación a la impugnación de los recargos liquidados, y lo relativo a la supuesta ausencia de mora culpable, remitimos a lo que manifestaremos supra respecto del elemento subjetivo de las infracciones imputadas a la firma. 

Debe recordarse también que el monto de los intereses depende del tiempo transcurrido desde el vencimiento de la obligación respectiva, por lo que depende –en definitiva– de la conducta que adopte la propia firma. En tal sentido, ellos no corresponderían o serían inferiores si las obligaciones omitidas hubieran sido canceladas en término o al poco tiempo de haber vencido.
Por lo expuesto, normas legales citadas, y lo dispuesto por los arts. 135  y conc. del CTMV, 

           El Intendente Municipal en uso de sus facultades

DECRETA

Art.1º) NO HACER LUGAR al Recurso de Apelación deducido por la contribuyente "ESSO PETROLERA ARGENTINA S.R.L.”, Registro de Inscripción (No Posee) en contra de la Resolución Interna Nº 249-SE/06 de fecha 20 de Noviembre de 2006 de  la Secretaría de Economía de la Municipalidad de San Francisco.

Art.2°) HACER SABER a la contribuyente que el presente decreto causa estado y produce el agotamiento de la instancia administrativa.

Art.3°) PROTOCOLICESE, notifíquese y dése copia.

                                                               DEPARTAMENTO EJECUTIVO

                                              SAN FRANCISCO 20 DE ABRIL DE 2007
